El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 2ª instancia – 18 de septiembre de 2017

Proceso: 

 Responsabilidad CC – Revoca decisión del a quo que negó las pretensiones

Radicación Nro. :
  
 66001-31-03-002-2015-01259-01

Demandante:


MARÍA CRISTINA REYES 

Demandado:


BANCO BBVA

Magistrado Ponente:  
  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas: 
INEXISTENCIA DE UNA OBLIGACIÓN DE ORIGEN CONTRACTUAL. [A]unque se hubiese demostrado que incurrió en yerro la parte demandada, al brindar la información que debía suministrar legalmente a la DIAN, en nada se afectaría la sentencia impugnada, porque no fue objeto de reparo la conclusión a la que llegó el juzgado respecto a la inexistencia de una obligación de origen contractual, al “Aceptar la defensa de “INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL EN EL BBVA”, decisión que se reitera, no fue atacada y que en consecuencia permite deducir que la actora quedó conforme con ella. Brota de lo expuesto como única conclusión que lo que constituye objeto de recurso: la información que alega la actora se suministró de manera errada por el Banco demandado a la DIAN, respecto de sus movimientos financieros, es cuestión inocua y estéril, porque no se impugnó aquella que se pronunció sobre la excepción que se acaba de mencionar. Por tanto, ante la inexistencia de una obligación de naturaleza contractual, no se justifica analizar el hecho en que sustenta la parte demandante su incumplimiento. 

Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira
Magistrada Ponente: 
Claudia María Arcila Ríos

Proceso:


Responsabilidad civil contractual
Demandante:

María Cristina Reyes
Apoderado:


Isidro Ruiz Garzón 
Demandado:

Banco BBVA
Apoderado:


Ángel Gálvis Durán


Radicado:


66001-31-03-002-2015-01259-01

Fecha audiencia:  
Septiembre 18, 2pm
RESUMEN HECHOS DEMANDA: La demandante tiene  una cuenta de ahorros con el Banco BBVA, en la que deposita los dineros fruto de su pensión y tenía un CDT por $8.000.000; la misma señora tiene su domicilio, desde el año 2007, en la carrera 7 No. 26-68, piso 2 “con su intervalo cuando se encuentra en el exterior”; antes lo tenía en Bogotá, en la carrera 82 B No. 97ª-47, apartamento 101 y nunca lo ha tenido en la ciudad de Villavicencio, carrera 44ª No. 40-19.

El banco demandado informó a la DIAN  que la señora demandante tuvo un movimiento de $530.025.948 y así se inició en su contra  una investigación porque no los había declarado, la que terminó con la imposición de una sanción por $106.005.000, por resolución 222412013000001 de fecha “20130105”, proferida por el Jefe de la División de Gestión de Liquidación de  la DIAN en Villavicencio, después de ser emplazada porque no la localizaron en las direcciones en las que la citaron, ninguna de las cuales corresponde a aquellas en las que en verdad ha vivido, entre ellas, la de Villavicencio ya señalada, sin que esa entidad haya comunicado cómo la obtuvo; al proferirse el emplazamiento como la resolución sanción, se expresó que tal dirección había sido reportada por el banco BBVA. Por acto No. 225015 del 11 de septiembre de 2014 se ordenó el embargo de dineros suyos consignados en el banco demandado y en el Banco Caja Social.
Hubo entonces de contratar los servicios profesionales de la abogada Clara Inés Hoyos Figueroa, quien logró demostrar el error y obtuvo se revocara de manera directa el acto administrativo por medio del cual se le había sancionado.

Ese error fue causado por el banco BBVA al suministrar una información errada a la DIAN, al decir que la demandante tuvo un movimiento bancario por $530.025.948 en el año 2007.

La actora tuvo que pagar a la abogada la suma de $2.000.000; los dineros que tenía en sus cuentas los tenía destinados a comprar un techo para su núcleo familiar y por eso, sus hijos habían celebrado promesa de compraventa el 28 de enero de 2015 “y que se pagaría” con los dineros que resultaron embargados, medida de la que no tenía conocimiento.

PRETENSIONES: Con fundamento en una responsabilidad de naturaleza contractual, solicitó se declarara la existencia de un contrato de cuenta de ahorros entre las partes y se condene al demandado a pagarle por perjuicios morales la suma de $50.000.000, ante el sufrimiento causado con la celebración de la compraventa. Por daño emergente $1.343.524 y $980.000 por compra de pasajes de New York-Pereira y viceversa; $2.000.000 por los honorarios que pagó a la abogada y $350.000 por la conciliación realizada en la U. Libre. Por lucro cesante:  $32.081.627 por concepto de los intereses causados por las sumas embargadas que ascendieron a $92.401.000 y por lo que se siga causante. Además, por cualquier otro perjuicio de acuerdo con el artículo 16 de la ley 446 de 1998.
RESPUESTA A LA DEMANDA: El Banco se opuso a las pretensiones; negó  los hechos de la demanda relativos a la responsabilidad que se le endilga; aceptó los relacionados con el proceso en la DIAN, y  respecto de otros dijo que no le constaban. Como excepciones de fondo formuló las que denominó falta de legitimación en la causa por pasiva; inexistencia de responsabilidad civil contractual en el BBVA; nulidad del acto que dio origen del embargo de los dineros de la demandante; falta de legitimación en la causa por activa; inexistencia del daño; cobro de lo no debido; enriquecimiento sin causa; incongruencia entre el contrato de promesa de compraventa y las pretensiones de la demanda; liberalidad en el proceder de la DIAN y la genérica o innominada. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 26 de enero de 2017. En ella decidió el juzgado “Denegar” la excepción de falta de legitimación en la causa por activa; “aceptar la defensa” de inexistencia de responsabilidad civil contractual “propuesta” por el demandado; negar las pretensiones de la demanda; condenó a la actora a pagar la suma de $1.788.755,55 a favor del Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial; la condenó en costas y fijó las agencias en derecho.
Para decidir así, consideró que la información enviada por el banco a la DIAN sobre los movimientos bancarios de la demandante es una obligación que legalmente debe atender y por ende, no puede entenderse como un incumplimiento contractual. Además, tampoco se probó que el Banco hubiese suministrado información errónea a la DIAN ni que con fundamento en esta se hubiese iniciado la investigación tributaria; también, que desde cuando se formuló la demanda, se indicó que no se sabe de dónde salió la dirección en que la citó la DIAN en la ciudad de Villavicencio.

APELACIÓN: Inconforme con la decisión, el apoderado de la demandante interpuso recurso de apelación. En esta sede se limitó prácticamente a repetir los hechos de la demanda, relacionados con  la errónea información exógena que suministró el Banco a la DIAN sobre los movimientos bancarios de la actora. Nada dijo sobre el error en la dirección y por este aspecto, se declaró desierto el recurso.

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA: 
Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado de la parte actora, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 26 de enero de 2017, en el proceso sobre responsabilidad civil contractual promovido por María Cristina Reyes contra el Banco Bilbao Viscaya Argentaria Colombia S.A, en adelante Banco BBVA.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. Los presupuestos procesales para proferir sentencia de mérito se encuentran satisfechos; no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación y las partes están legitimadas en la causa.
2. De acuerdo con los precisos límites que impone a este Tribunal el inciso 1º del artículo 328 del CGP, su competencia funcional para desatar el recurso quedaría circunscrita a analizar lo relativo a los aspectos planteados por la demandante, apelante única, al exponer los reparos que hizo a la sentencia de primera instancia y al sustentarlos en sede.
Concretamente, correspondería a esta Sala definir si en realidad el Banco incurrió en error al reportar a la DIAN movimientos bancarios de la demandante, en cuantía superior a los que efectivamente realizó, lo que dio lugar a que se le sancionara con multa por valor de $106.005.000, que aunque luego fue revocada, le causó los perjuicios cuya indemnización reclama.
3. Sin embargo, en la sentencia de primera sede, se declaró probada la excepción de fondo propuesta por la parte demandada, que denominó  inexistencia de responsabilidad civil del Banco y que fundamentó diciendo que la actora no explica en qué forma incumplió sus obligaciones contractuales, pues como la citada señora se vinculó con esa entidad por medio de varios productos financieros, cada uno con su propio reglamento y respecto de los cuales debió suscribir contratos diferentes,  no indicó  en cuál de ellos se produjo aquel hecho para deducir la responsabilidad que le endilga, con fundamento en una de naturaleza contractual. Además dijo que como el debate gira en torno a la información que remitió el Banco BBVA a la DIAN, atendiendo mandatos legales, el incumplimiento de ese deber es ajeno a cualquier contrato celebrado con la demandante.

Al resolver tal excepción expresó el juzgado: “Dentro del proceso quedó establecido que la señora María Cristina Reyes se encuentra vinculada con el Banco demandado en razón de la cuenta de ahorros que allí abrió; que en el año 2007 el Banco demandado envió a la DIAN información  pertinente de los movimientos de la depositaria, siendo claro que el Banco tenía la obligación de suministrar la información legal en razón de la vigilancia que ejerce el Estado a través de la Superintendencia Financiera y la misma Administración de Impuestos Nacionales DIAN. Así las cosas, no queda duda que el Banco demandado, al suministrar la información, actuó amparado por la legislación vigente sin que ello pueda entenderse como un incumplimiento de la relación contractual.”
Puede decirse entonces, sin lugar a dudas, que no encontró el juzgado probada la existencia de una obligación de origen contractual a cargo del Banco BBVA, que incumplida, justificara imponer la orden de indemnizar a la actora; también,  que aquella relacionada con la información que brindó a la DIAN, sobre los movimientos bancarios de la misma señora, corresponde a un deber legal.

4. Es sabido que son elementos de la responsabilidad civil contractual: a) la existencia de un contrato válido; b) el incumplimiento imputable al deudor contractual; c) el daño y d) la relación de causalidad entre los dos últimos, o como mejor lo  explica en su jurisprudencia la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia: 
“… la “responsabilidad civil contractual” encuentra su fundamento en el “Título 12 del Libro cuarto” del Código Civil, que regula lo atinente al “efecto de las obligaciones”, perfilándose así una institución distinta a la denominada “responsabilidad civil por los delitos y las culpas” a la que se refiere el “Título 34 del Libro cuarto” del citado ordenamiento; tesis acogida por esta corporación desde hace aproximadamente un siglo, siguiendo el criterio de la doctrina y jurisprudencia francesa, a partir del cual se define aquella, en sentido amplio, como la obligación de resarcir el daño sufrido por el “acreedor” debido al incumplimiento del “deudor” de obligaciones con origen en el “contrato”.
Así mismo, existe consenso que ante el “incumplimiento contractual”, el “acreedor” en procura de la protección del derecho lesionado, está facultado para pedir el “cumplimiento de la obligación”, o la “resolución del convenio”, además de manera directa o consecuencial, el resarcimiento del daño irrogado por la insatisfacción total o parcial de la “obligación”, o por su defectuoso cumplimiento.
Sobre la aludida temática, la Corte en Sentencia CSJ SC 9.mar.2001, rad. 5659, sostuvo lo siguiente: “(...) Trátase aquí, según puede establecerse, de un proceso de responsabilidad civil contractual, razón por la cual el acogimiento de la acción depende de la demostración, en primer término, de la celebración por las partes del contrato a que se refiere la misma y, en segundo lugar, de los elementos que son propios a aquella, a saber: el incumplimiento de la convención por la persona a quien se demanda; la producción para el actor de un daño cierto y real; y, finalmente, que entre uno y otro de tales elementos medie un nexo de causalidad, es decir, que el perjuicio cuya reparación se persigue sea consecuencia directa de la conducta anticontractual reprochada al demandado…” (Sentencia SC7220-2015 del 9 de junio de ese mismo año, con ponencia del magistrado Álvaro Fernando García Restrepo).

En este caso, como ya se anunciara, el juzgado encontró ausente la prueba sobre la existencia de una obligación de origen contractual que hubiese incumplido el Banco demandado, pues aquella que se invocó como fundamento de las pretensiones, la ejecutó en cumplimiento de un deber legal. Es decir, no halló demostrado la funcionaria de primera sede uno de los elementos de la responsabilidad negocial, el incumplimiento de la convención por la persona a quien se demanda, para decirlo en las mismas palabras empleadas por la Corte en la jurisprudencia ya leída.
5. Eso constituía razón suficiente para negar las súplicas de la demanda, sin que fuera menester analizar siquiera las excepciones propuestas, y es que sea esta la oportunidad para afirmarlo, no ha debido empezar el juzgado por analizar los medios exceptivos, sin emprender el camino del estudio de las pretensiones, lo que constituye falta de técnica procesal. En efecto, las excepciones de fondo, cuando en realidad correspondan a alegaciones que tiendan a enervar el derecho en litigio, solo se analizan cuando este se ha acreditado. Así lo ha dicho de vieja data la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia: 

“La excepción de mérito es una herramienta defensiva con que cuenta el demandado para desmerecer el derecho que en principio le cabe al demandante; su función es cercenarle los efectos. Apunta, pues, a impedir que el derecho acabe ejercitándose. 
A la verdad, la naturaleza de la excepción indica que no tiene más diana que la pretensión misma; su protagonismo supone, por regla general, un derecho en el adversario, acabado en su formación, para así poder lanzarse contra él a fin de debilitar su eficacia o, lo que es lo mismo, de hacerlo cesar en sus efectos; la subsidiariedad de la excepción es, pues, manifiesta, como que no se concibe con vida sino conforme exista un derecho; de lo contrario, se queda literalmente sin contendor. 

Por modo que, de ordinario, en los eventos en que el derecho no alcanza a tener vida jurídica, o, para decirlo más elípticamente, en los que el actor carece de derecho porque este nunca se estructuró, la excepción no tiene viabilidad.
De ahí que la decisión de todo litigio deba empezar por el estudio del derecho pretendido "y por indagar si al demandante le asiste. Cuando esta sugestión inicial es respondida negativamente, la absolución del demandado se impone; pero cuando se halle que la acción existe y que le asiste al actor, entonces sí es procedente estudiar si hay excepciones que la emboten, enerven o infirmen" (G. J. XLVI, 623; XCI, pág. 830)…” (Sentencia de 11 de junio de 2001. Magistrado Ponente Doctor Manuel Ardila Velásquez, reiterada en la SC1131-2016 del 5 de febrero de 2016, MP., Dr. Luis Armando Tolosa Villabona, entre otras). 

6. Y es que aunque se hubiese demostrado que incurrió en yerro la parte demandada, al brindar la información que debía suministrar legalmente a la DIAN, en nada se afectaría la sentencia impugnada, porque no fue objeto de reparo la conclusión a la que llegó el juzgado respecto a la inexistencia de una obligación de origen contractual, al “Aceptar la defensa de “INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL EN EL BBVA”, decisión que se reitera, no fue atacada y que en consecuencia permite deducir que la actora quedó conforme con ella.
Brota de lo expuesto como única conclusión que lo que constituye objeto de recurso: la información que alega la actora se suministró de manera errada por el Banco demandado a la DIAN, respecto de sus movimientos financieros, es cuestión inocua y estéril, porque no se impugnó aquella que se pronunció sobre la excepción que se acaba de mencionar.
Por tanto, ante la inexistencia de una obligación de naturaleza contractual, no se justifica analizar el hecho en que sustenta la parte demandante su incumplimiento. 
De esa manera las cosas, se confirmará la sentencia impugnada.

La parte demandante será condenada a pagar las costas causadas en esta sede, las que liquidará el juzgado de primera instancia de acuerdo con el artículo 366 del CGP, previa la fijación de agencias en derecho por auto posterior. 

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 26 de enero de 2017, en el proceso sobre responsabilidad civil contractual promovido por  María Cristina Reyes contra el Banco Bilbao Viscaya Argentaria Colombia S.A.
SEGUNDO: Costas en esta instancia a cargo de la demandante y en favor del Banco demandado, las que se liquidarán en primera instancia, previa fijación de las agencias en derecho en esta sede.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
1

